Florencia Urosevich 

CEG-UNTREF/CONICET 

florurosevich@gmail.com

Licenciada en Sociología (FSOC-UBA), estudiante de maestría en Derechos Humanos y Políticas Sociales (UNSAM), estudiante de doctorado en Ciencias Sociales (FSOC-UBA)
Eje 13: Crímenes de estado. Derechos humanos. Memorias
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I- Introducción
Durante el genocidio reorganizador desarrollado en Argentina entre 1975
 y 1983 (Feierstein, 2007, 2012), se perpetraron apropiaciones de aproximadamente 500 niños secuestrados con sus padres o nacidos en centros clandestinos donde estuvieron detenidas-desaparecidas sus madres. 

Retomo la noción de genocidio como un proceso que no implica un paréntesis en la historia moderna sino el despliegue de tramas burocrático-administrativas del Estado (Hilberg, 1961; Bauman, 1997) y la participación de distintos actores de la sociedad civil e instituciones que no pertenecen a los aparatos represivos del Estado (Arendt, 1999; Calveiro, 1998; Tiscornia, 1997). 

Desde esta perspectiva teórica, el objetivo de este trabajo
 es indagar sobre la creación y funcionamiento de un dispositivo de poder novedoso, indispensable para la concreción de las apropiaciones: las maternidades clandestinas. Tomando como caso a la maternidad clandestina que funcionó dentro de la Escuela de Mecánica de la Armada (ESMA), me interesa analizar la trama de actores sociales que hizo posible su funcionamiento, la vinculación de esta maternidad con otras instituciones (oficiales y/o clandestinas) y cómo se administraron en ella las gestaciones y los partos de las detenidas desaparecidas
.
II- Genocidio y apropiación de niños en Argentina
El concepto de genocidio surge a partir de la definición del jurista Raphael Lemkin, entendiendo esencialmente al mismo como la destrucción de la identidad nacional de los oprimidos y la imposición de la identidad nacional del opresor (Lemkin, 2009). El traslado por la fuerza de niños del grupo que se quiere destruir a otro grupo, es uno de los cinco actos incluidos por la Convención para la Prevención y Sanción del Delito de Genocidio, aprobada por las Naciones Unidas en diciembre de 1948. Este implica el traslado por la fuerza de menores, por el sólo hecho de pertenecer al grupo nacional, étnico, racial o religioso que se intenta destruir, total o parcialmente. 
Desde la Sociología, Daniel Feierstein (2007) aporta la herramienta conceptual prácticas sociales genocidas para pensar a las mismas como una moderna tecnología de poder que, mediante el aniquilamiento de determinadas personas y la diseminación del terror en todo el tejido social, busca destruir ciertas relaciones sociales (caracterizadas por la autonomía y la cooperación) y construir otras formas de lazo social (caracterizadas por la heteronomía respecto al poder). Esto implica que estamos frente a un proceso, una construcción que no se agota en el aniquilamiento de ciertas personas sino que busca reorganizar a toda la sociedad
.
Así, si consideramos que el objetivo de todo proceso genocida es la transformación de todo el conjunto social, podemos entonces pensar a la apropiación de niños como la utopía de frenar la reproducción de ciertas identidades sociales y de construir “desde cero”, en tantos niños, aquellas identidades deseadas por los perpetradores.

Podríamos sostener que lo que se busca con la sustracción de estos niños a sus padres y su traslado forzoso a otras familias es criarlos bajo las pautas sociales y culturales que los propios genocidas consideraban adecuadas, con el objetivo de anular ciertas identidades contestatarias y críticas en el conjunto social, una forma de controlar la descendencia del enemigo, evitando la formación de nuevos adversarios políticos en el futuro. Es así que podríamos pensar a las apropiaciones de niños como un eje de la tecnología de poder genocida, que actúa sobre determinados sujetos pero que apunta a la transformación de todo el tejido social.

Y considero, a modo de hipótesis, que no sólo podría estar en el horizonte de los perpetradores de las apropiaciones de los hijos de los detenidos desaparecidos la posibilidad de construir determinados sujetos, determinadas familias, cierto orden social sino que también podría operar en la configuración de esta práctica cierto dilema moral en los perpetradores a partir de una determinada representación social sobre los niños como lo indefenso, lo puro, lo moldeable. E incluso, considerando la afinidad ideológica histórica entre las Fuerzas Armadas y la Iglesia Católica
, podría haber operado determinada concepción moral sobre los gestantes en tanto “niños por nacer” a los que habría que garantizar su desarrollo y nacimiento. Entonces, podemos pensar a la familia (pero no cualquier familia) como el espacio de socialización que permitiría que estos niños, “hijos de subversivos”, no crecieran como tales.

Específicamente, en el caso del proceso genocida desarrollado en Argentina, se intentaron transformar relaciones e identidades sociales mediante la desaparición forzada de miles
 de personas y la diseminación del terror en toda la sociedad. El dispositivo creado para su concreción fueron los centros clandestinos de detención, tortura y exterminio (CCDTyE), construidos por el Estado en todo el territorio argentino
. Asimismo, se perpetraron –aproximadamente- 500
 apropiaciones de niños, secuestrados con sus padres o nacidos en centros clandestinos donde estuvieron detenidas-desaparecidas sus madres. Estas prácticas sistemáticas y generalizadas, extendidas en todo el país, consistieron en la sustracción de niños a sus padres, la ocultación de los mismos y la construcción de una nueva identidad bajo la adulteración de documentos públicos.

Retomando las investigaciones de Villalta (2012) y Regueiro (2013), es posible observar diferentes dispositivos, instituciones y saberes previos que colaboraron a normalizar la situación legal de esos niños y niñas apropiados. Categorías previamente construidas desde el marco de la minoridad, fueron utilizadas por los perpetradores al momento de regularizar la situación legal de los niños y niñas apropiados. Frente a la imposibilidad de explicar legalmente la situación de los padres y madres de esos niños trasladados, se los englobó bajo la categoría de “menores en situación de abandono” para disponer desde el Estado su tutela. Esta categoría, utilizada previamente para gestionar a la infancia pobre, fue refuncionalizada en este contexto excepcional. “... el terrorismo de Estado conjugó un montaje clandestino para perpetrar la apropiación de niños con procedimientos y técnicas que no eran novedosos ni originales, y así apropiación de niños se ensambló –en muchos casos- en las estructuras institucionales y rutinas existentes. Estas estructuras, junto con las costumbres y los usos burocráticos, pudieron ser refuncionalizadas rápidamente debido a sus características propias; esto es, en función de la amplitud de facultades y atribuciones que poseía los distintos funcionarios para intervenir sobre la vida de los menores, del amplio margen de discrecionalidad y arbitrariedad de que gozaban los magistrados y, entre otras cosas, de la autonomía y la escasez de controles de las que disponían los denominados organismos de protección de la minoridad.” (Villalta, 2010: 203). Este intento por legalizar prácticas ilegales de sustracción de niños y sustitución de sus identidades, se resolvió mediante la inscripción en el Registro Civil con datos filiatorios falsos (e incluso con fechas de nacimiento modificadas) o por medio de expedientes judiciales de adopciones fraguadas. Estas adopciones o el registro ilegal como hijos propios de las familias a las que eran trasladados los niños, implicaron el necesario despliegue de todo un andamiaje institucional que incluyó tanto a los apropiadores como a médicos, jueces, empleados administrativos del Estado. 

Ahora bien, durante el genocidio argentino operó el principio de centralización en la dirección por parte de las Fuerzas Armadas y la descentralización en la ejecución de las acciones que se expresa en la flexibilidad operativa a través de los grupos de tareas y sus centros clandestinos de detención asociados. Es decir, un nivel de autonomía de los distintos agentes en la ejecución de las acciones pero bajo el control operacional de las Fuerzas Armadas. Así podemos comprender que estamos frente a una práctica sistemática y generalizada pero llevada a cabo de modos diversos. Podemos asumir la existencia de una decisión centralizada sobre qué hacer con los hijos de estos otros construidos como subversivos pero luego vemos diferentes modos de implementación de esta política. Entonces, afirmar que se desarrolló un “plan sistemático” de apropiación de hijos de detenidos desaparecidos no es contradictorio con señalar la heterogeneidad de situaciones mediante las cuales se desplegaron 
Dentro de esta heterogeneidad de situaciones, esta ponencia se centra en los casos de niños nacidos durante el cautiverio de sus madres, específicamente, en la maternidad clandestina que funcionó dentro de la Escuela de Mecánica de la Armada. Esto implica que, si bien para el desarrollo de sus apropiaciones se utilizaron procedimientos, saberes e instituciones previamente existentes (lo que marca ciertas continuidades respecto a prácticas sociales históricas), haré foco en la construcción de un dispositivo de poder novedoso –las maternidades clandestinas- para la gestión de los hijos de los detenidos desaparecidos.
III- Las maternidades clandestinas como dispositivos de poder

Si nos enfocamos en aquellos casos en que los niños apropiados nacieron durante el cautiverio de sus madres, una condición necesaria para la consumación de estos nacimientos fue contar con dispositivos donde las detenidas desaparecidas gestaran y parieran a sus hijos. Así, el Estado argentino creó un dispositivo de poder novedoso: las maternidades clandestinas. Entre ellas: El Vesubio, La Cacha, Comisaría 5ta de La Plata, Pozo de Banfield, la ESMA, las maternidades clandestinas de Campo de Mayo.

Retomo de Foucault (2006) el concepto de dispositivo de poder para dar cuenta de una red, una articulación entre saber y poder, que se nutre de saberes, instituciones, discursos, reglamentaciones, medidas administrativas, instalaciones arquitectónicas, procedimientos. Se trata de una construcción que, “en un momento histórico dado, tuvo como función mayor la de responder a una urgencia” (Fanlo, 2011, p.1). 

Al asumir que un dispositivo de poder es una construcción situada espacio temporalmente, es imprescindible para comprenderlo establecer en qué condiciones se crea, “en tanto acontecimiento que modifica un campo previo de relaciones de poder” (Fanlo, 2011, p.2). A modo de hipótesis, podríamos enunciar que las maternidades clandestinas, en tanto dispositivos de poder, se construyeron frente a una urgencia que se les impuso a los propios perpetradores a partir de su ejercicio del poder desaparecedor
: entre los detenidos desaparecidos había mujeres embarazadas. ¿Qué hacer con esas gestaciones? ¿En caso de garantizar su desarrollo, cómo administrar los partos? ¿En qué instalaciones desarrollarlos? ¿Qué hacer luego con los niños? Un extracto del testimonio brindado por la sobreviviente Lila Victoria Pastoriza sobre su desaparición forzada en la ESMA, puede ayudarnos a comprender cómo respondieron a estas preguntas los propios perpetradores: 
Indicó que (…) al ser trasladada al cuarto de interrogatorios, donde había miembros del SIN [Servicio de Inteligencia Naval], preguntó qué ocurría en dicho lugar, dado que no entendía cómo podían nacer niños allí, siendo que D´Imperio” (alias Abdala) le contestó a la testigo que ellos consideraban que los niños no tenían la culpa de tener los padres que tenían, subversivos o terroristas, y que creían que las madres debían dar a luz a los niños, quienes serían entregados a otras familias que los criaran bien, para que no sean criados “para la subversión”. (“Sentencia plan sistemático de apropiación de menores”, Foja 684) 

Así, podemos afirmar que las maternidades clandestinas fueron dispositivos de poder creados para cumplir una función determinada dentro del sistema concentracionario: garantizar la gestación y el nacimiento en cautiverio de los hijos de las detenidas-desaparecidas para luego forjarles identidades acordes a los valores que los propios perpetradores consideraban adecuados.

Las maternidades clandestinas fueron construidas entonces como redes, articulaciones entre poder y saber, destinadas a gestionar el problema de la presencia de detenidas desaparecidas embarazadas al interior de los CCDTyE.  “Estas mujeres eran objeto de un tratamiento especial, había tiempos, espacios, normas y actores específicos vinculados a ellas, ya que a pasar de ser clandestinas estas maternidades tenían una dimensión normativa” (Regueiro, 2012, p.76). Esto implica que, más allá de la clandestinidad de estos dispositivos de poder, los mismos tuvieron ciertas normas en su funcionamiento e implicaron la participación de diferentes actores civiles y miembros del aparato represivo del Estado.
Si focalizamos en los actores específicos que conformaron estos dispositivos de poder, los profesionales de la salud cumplieron un rol fundamental tanto para garantizar la gestación de las cautivas embarazadas, como para consumar los nacimientos de sus hijos. Distintos testimonios dan cuenta de la presencia de médicos y personal auxiliar (tanto civil como militar) dentro de las maternidades clandestinas. Noberto Bianco en Campo de Mayo, Jorge Bergés en el Pozo de Banfield, Jorge Magnacco en la ESMA son los casos más conocidos públicamente de médicos que fueron actores necesarios para el desarrollo de partos dentro del sistema concentracionario. 
Ahora bien, para desarrollar estas prácticas sociales genocidas, el Estado perpetrador no sólo construyó estos dispositivos de poder novedosos -las maternidades clandestinas- sino que, al mismo tiempo, utilizó instituciones, técnicas, saberes, usos burocráticos y costumbres previamente existentes. Esto se evidencia, por ejemplo, en la relación entre las maternidades clandestinas e instituciones que estaban en funcionamiento desde mucho antes que el desarrollo del genocidio. Traslados de detenidas desaparecidas embarazadas desde centros clandestinos hacia el Hospital Militar Central, el Hospital Naval, la maternidad de la cárcel de mujeres de Lisandro Olmos, el Hospital Militar de Campo de Mayo nos muestran la relación entre lo novedoso y lo previamente instituido.

De esta manera, siguiendo la propuesta analítica de Sabina Regueiro, es posible enunciar que las maternidades clandestinas fueron el producto institucional mixto de dos dimensiones complementarias: lo oficial y lo clandestino. “Se trata entonces de estructuras híbridas semisecretas, tanto legales de facto y oficiales, como clandestinas” (Regueiro, 2013, p.78).

Ahora bien, más allá de estas regularidades no es posible asumir que todas las maternidades clandestinas desarrollaron las mismas lógicas para administrar las gestaciones de las detenidas desaparecidas embarazadas, sus partos y la sustracción de sus niños. Por esta razón, me detendré en el siguiente apartado en el análisis de una de ellas en particular, aquella que funcionó dentro de la Escuela de Mecánica de la Armada. 

¿Dónde se realizaban los partos? ¿Qué actores sociales disponían de las embarazadas dentro de ese dispositivo? ¿Existía cierta fragmentación de tareas para administrar la gestación, los nacimientos y qué hacer con los niños? ¿Esta maternidad clandestina tuvo relación con otras instituciones (tanto clandestinas como oficiales)? ¿Cuáles eran las normas, rutinas, reglamentaciones propias de este dispositivo? ¿Existió algún tipo de registro de la gestión de los embarazos y los nacimientos? ¿Es posible reconocer cambios del dispositivo de poder en su mismo hacer? Estos interrogantes funcionarán como guías para el desarrollo del siguiente apartado.
IV- La maternidad clandestina de la ESMA

La Escuela de Mecánica de la Armada (ESMA)
, era una institución militar de instrucción naval, perteneciente a la Armada Argentina. Dentro del “Plan de Capacidades Interno de la Armada de la República Argentina” (PLACINTARA/75), bajo el título de organización, se establecieron once fuerzas de tareas. La ESMA integraba la fuerza de tareas n° 3, cuyo comandante en jefe era el jefe de operaciones n°3 del Estado Mayor General de la Armada. Otra de las fuerzas de tareas fue la n°6, que comprende toda la zona de Mar del Plata, incluyendo la Base Naval de Buzos Tácticos. Respecto de la coordinación entre fuerzas de tareas de la Armada, el PLACINTARA establecía que sus comandantes acordarían directamente las operaciones de apoyo entre las once fuerzas de tareas, debiendo informar siempre al comando de operaciones navales sobre su ejecución. 

La ESMA se sitúa dentro de la Zona 1, bajo control del Primer Cuerpo del Ejército, subzona 1 de la Capital Federal, área 3A. Dentro de esta escuela de formación militar funcionó –entre los años 1976 y 1983- un centro clandestino de detención, tortura y exterminio por el que pasaron aproximadamente cinco mil personas. Dentro de este CCDTyE se construyó una maternidad clandestina con el propósito de asistir los partos de secuestradas que se encontraban embarazadas. 

Si bien la ESMA estaba a cargo del Grupo de Tareas 3.3, contó con personal del Servicio de Inteligencia Naval (SIN), Prefectura Naval Argentina, Ejército, Policía Federal Argentina, y Servicio Penitenciario Federal. 

El CCDTyE funcionó en todo el predio de la ESMA. Sin embargo, el edificio conocido como “Casino de Oficiales” (destinado originalmente al descanso de estudiantes y autoridades) fue el centro operativo y espacio principal de reclusión de los detenidos. El mismo contaba con un sótano, dos pisos de cuartos, un tercer piso (al que se accedía por la escalera central del edificio) y un pequeño altillo. Los espacios de cautiverio fueron principalmente el sótano, el tercer piso y el altillo (en este último se recluyó principalmente a detenidos por el SIN). En el sótano había habitaciones alineadas a los costados, con un pasillo central, al fondo se ubicaban las piezas donde se realizaban los interrogatorios bajo tortura. Contaba con una enfermería. La distribución del sótano fue modificada en octubre de 1977 sumando una sala de diagramación, una oficina de documentación falsa, un laboratorio fotográfico, una enfermería, varias salas de tortura, un comedor, dos baños y una sala de audios conocida como “la huevera” (utilizada para producción de audiovisuales, sala de tortura y sala de partos como lo fue en el caso de la detenida desaparecida Silvia Dameris). Respecto al tercer piso, en su parte derecha se encontraba un sector llamado “pañol” donde se guardaba el botín de guerra (objetos robados a los cautivos durante sus operativos de secuestro) y “la pecera” (espacio donde se obligaba a los secuestrados a trabajar para sus perpetradores). En su ala izquierda se encontraba el sector conocido como “capucha”, un recinto en forma de ele, con vigas de hierro, donde se retenía a los cautivos engrillados, encapuchados y separados unos de otros por tabiques de aglomerado que conformaban las celdas llamadas “cuchas”. Ahí los prisioneros permanecían acostados o sentados, siempre inmóviles sobre una colchoneta de goma espuma. “Capucha” contenía asimismo celdas pequeñas llamadas “camarotes”. Sobre el sector central del tercer piso estaba el acceso al altillo donde funcionaba “capuchita”, espacio de reclusión de secuestrados por el SIN y otras fuerzas. 
Podemos establecer cierta periodización en el funcionamiento de esta maternidad. La maternidad de la ESMA pasó por varias etapas. Si bien funcionó dentro del “Casino de Oficiales”, no lo hizo siempre en el mismo espacio físico. E incluso, podemos observar cambios en las condiciones de cautiverio de las embarazadas, en la disposición de personal específico para la administración de sus gestaciones y sus partos, y en un mayor control médico ginecológico. A partir de los relatos de los sobrevivientes de este centro clandestino, podemos observar que estos cambios se desarrollan hacia mediados de 1977 (aproximadamente entre abril y junio de ese año). 

Así, en una primera etapa las mujeres embarazadas eran alojadas en “capucha”, en las denominadas “cuchas”. En esta primera etapa no se evidencian tratos particulares sobre estas mujeres pese a su estado de embarazo, eran sometidas a los mismos tratos que el resto de los cautivos, con grilletes, esposas, capuchas o antifaces llamados “anteojitos”, sometidas a torturas físicas y psicológicas. Hacia mayo de 1977, se producen cambios en relación a la gestión de las embarazadas, pasan a camarotes en “capucha”, durmiendo en camas. Y hacia junio de 1977 se destina uno de esos camarotes como espacio exclusivo de cautiverio de las gestantes, creándose lo que los sobrevivientes identifican como “pieza de las embarazadas”. Esta pieza o celda contaba con tres o cuatro camas, muebles que se sacaban del “pañol”. Los partos comienzan a realizarse ahí, sacando al resto de las embarazadas durante los mismos. Anteriormente se realizaban en el sótano. Luego, hacia noviembre de 1977 las embarazadas son mudadas de ese camarote dentro de “capucha” a otra pieza que funcionó hasta abril o mayo de 1978. El director de la ESMA y comandante del GT 3.3, Rubén Jacinto Chamorro, se jactaba ante visitas de altos mandos al mostrarles esa pieza llamándola “Sardá por izquierda” o “Sardá de Chamorro”, refiriéndose a unas de las maternidades más conocidas de la ciudad.  

Al mismo tiempo, se pueden evidenciar cambios en el tratamiento de las embarazadas desde el primer semestre de 1977, mejorando su alimentación (se empieza a sumar una fruta y leche en la comida que les daban), permitiéndoles la movilidad, habilitando que entraran en contacto con otros cautivos. En relación a estos cambios o transformaciones en el dispositivo de poder, son ilustrativos los testimonios de las sobrevivientes María Alicia Milia  y Ana María Martí:
[María Alicia Milia] Describió (…) que al llegar una embarazada a la E.S.M.A., no era alojada en cualquier lugar sino en una pieza destinada a ellas (…) esperando juntas las jóvenes el momento del parto en aquella pieza donde recibían mejor trato que en capucha (…) En relación a las condiciones de detención de las embarazadas, relató que estando en “capucha”, las condiciones de su detención eran iguales o parecidas a las de otras detenidas, siendo la diferencia que no tenían capucha sino anteojitos que les permitían respirar. Describió que luego les dieron colchonetas y más tarde camas de metal, comiendo aquéllas al igual que otras cautivas, un sándwich con un mate cocido a la mañana y tarde, de almuerzo y cena. Agregó que al ser trasladadas las embarazadas a la pieza que se les destinara, les sacaron la capucha y grilletes, aunque las engrillaban para trasladarlas al baño, comenzando a recibir mejor comida, y medicamentos en caso de necesitarlos... (Sentencia “Plan Sistemático de Apropiación de Menores”, Fojas: 656-657)
[Ana María Martí] Yo lo que vi fue una práctica sistemática. Es decir que cuando llega una embarazada no es que se ocupaba de una Scheller, de la otra Pernías y de la otra Caballo o cualquiera. Se ocupaba siempre Febres. No es que cuando venía una embarazada a una la ponían en capuchita, a la otra en capucha, a la otra en la pieza de las embarazadas. No, iban a la pieza de las embarazadas. Con todas se hacía lo mismo, con todas esperaban hasta el momento del parto. Yo siempre digo que dentro de la pieza de las embarazadas las empezaron a tratar mucho mejor que cuando estaban en capucha. Se alimentaban mejor, estaban más limpias, se podían duchar. [Causa “Plan Sistemático”, audiencia 12/9/2011].

Así, en la administración de los embarazos, los partos y la sustracción de los niños podemos reconstruir cierta división de tareas y la disposición de personal específico destinado a desarrollarlas. Diversos sobrevivientes narraron que hacia mediados de 1977 se sistematizó la atención de los partos y la entrega de bebés nacidos en cautiverio, tareas a cargo del prefecto Héctor Febres, secundado por Carlos Galián (suboficial conocido como Pedro Bolita), siempre dirigidos por Jorge Eduardo Acosta (alias “el Tigre”). 

Al momento de dar a luz, los partos eran atendidos, en su mayoría, por el médico ginecólogo del Hospital Naval, Jorge Luis Magnacco. El médico Carlos Octavio Capdevila también tuvo un rol central para asegurar esos nacimientos. A su vez, ciertas detenidas desaparecidas eran seleccionadas para que asistieran a las embarazadas. Si se producía algún inconveniente en el parto, la secuestrada era llevada al Hospital Naval donde trabajaba oficialmente el doctor Magnacco. La vinculación de este centro de salud y la ESMA fue corroborada en distintas instancias judiciales. El siguiente extracto del testimonio de una sobreviviente da cuenta de esta articulación entre lo oficial y lo clandestino: onde trabajaba oficialmente el doctor Magnaccoeviviente da cuenta de esta articulaci











































...la testigo Marta Remedios Álvarez, declaró en la audiencia del 3 de agosto de 2011, que luego de su secuestro, permaneció cautiva en la E.S.M.A. desde el 26 de junio del año 1976, tiempo en el que se encontraba recientemente embarazada. Álvarez dio cuenta de la vinculación existente entre la E.S.M.A. y el Hospital Naval al relatar su propio parto. En tal sentido señaló que si bien en un principio, se había organizado que daría a luz en la enfermería ubicada en el sótano de la E.S.M.A., tras ser examinada por un médico del lugar, éste le dijo que el parto no podría producirse allí, dado que sería necesario practicar una cesárea, por lo que fue llevada al Hospital Naval, lugar donde nació su hijo en marzo de 1977, sin necesidad de que se le practicara aquella intervención. Añadió que luego de producido el nacimiento fue conducida nuevamente a la E.S.M.A., quedándose su hijo en el nosocomio... (Sentencia “Plan Sistemático de Apropiación de Menores”, Foja: 651)

Retomando a la antropóloga Sabina Regueiro, esta articulación de la maternidad clandestina con el Hospital Naval nos permite pensar a este dispositivo de poder, caracterizado por la clandestinidad de su funcionamiento, en imbricación con instituciones de carácter oficial preexistentes a su construcción. 
Una vez que nacían los niños, les permitían estar junto a sus madres sólo unos días (que varió entre 5 y 15) para luego ser separados. Se les indicaba a las mujeres que escribieran una carta a sus familias, a las que supuestamente les entregarían a los pequeños. Incluso, se les mostraban productos para el cuidado de los bebés, comprados por los mismos perpetradores para el momento de “devolverlos a sus familias”. Se destinó personal para estas tareas específicas. Es así que muchos sobrevivientes reconocen a Febres (secundado por “Pedro Bolita”) como el encargado de estimular la redacción de estas cartas, de armar los ajuares y de “entregar” a los niños. Una vez producidos los partos, las mujeres permanecían poco tiempo en la ESMA, para ser luego trasladadas (eufemismo utilizado por los propios perpetradores en referencia a su eliminación física) y sus niños, apropiados. 

Es posible sostener que la estadía de estas mujeres en el CCDTyE estaba sujeta al desarrollo de sus gestaciones. En los cambios que describí en torno a la gestión de las embarazadas, puede evidenciarse que se desarrolló un principal interés en sostener con vida a estas detenidas desaparecidas para el desarrollo de sus gestaciones y de sus partos. Un caso que permite vislumbrar este interés particular por mantener con vida a las embarazadas hasta sus partos es el de María José Rapela de Mangoni. Ella dejó de sentir movimientos fetales y no avisó a los perpetradores por miedo a ser eliminada. Jorge Luis Magnacco le realizó un control ginecológico y pudo corroborar la falta de movimiento fetal por lo que la derivó al Hospital Naval. Allí, se le realizó un aborto y luego fue trasladada inmediatamente. Actualmente permanece desaparecida.

Dentro de la maternidad clandestina de la ESMA se administraron los embarazos y partos de secuestradas por el GT 3.3 y el SIN, fuerzas que operaban dentro de este centro clandestino. Sin embargo, colaborando a la comprensión de la sistematicidad y planificación de las apropiaciones de niños durante el proceso genocida, se ha comprobado que mujeres secuestradas por otras fuerzas y grupos de tareas de diferentes jurisdicciones fueron llevadas a la ESMA para dar a luz. Así, se pudo corroborar la presencia en esta maternidad clandestina de mujeres secuestradas por Aeronáutica, Ejército, personal del llamado circuito A.B.O. (Atlético, Banco, Olimpo) y Buzos Tácticos (Base Naval de Mar del Plata), que fueron llevadas a la ESMA exclusivamente para parir. En esos casos, una vez que las embarazadas ingresaban a la MC de la ESMA quedaban bajo la gestión del grupo de tareas 3.3 y el SIN, operando las otras fuerzas como invitadas. En estos casos, luego del nacimiento y la sustracción de sus hijos, las detenidas eran retiradas por las fuerzas que originalmente las tenían cautivas.
 A modo de síntesis, el siguiente extracto de la sentencia de la causa conocida como “Plan Sistemático de Apropiación de Menores” condensa el modo en que se administraron los embarazos y nacimientos en la maternidad clandestina de la ESMA: 
De lo dicho, puede advertirse que fue puesto en práctica en relación a las embarazadas un procedimiento o protocolo de actuación implementado con un alto grado de organización. Una práctica común a todos los casos, que se vio reflejada en: 1.- La utilización de los espacios del casino de oficiales para su alojamiento y parto. 2.- La disposición de personal de control, vigilancia y traslado, que generalmente les permitió a las jóvenes parturientas tener contacto con otros cautivos. 3.- El alojamiento de madre e hijo en el lugar sólo por pocos días luego de producido el parto, período que osciló entre los cinco y quince días aproximadamente. 4.- La disposición de personal que les señaló a las jóvenes que debían escribir una carta al familiar al que el niño sería entregado, con indicaciones para la crianza del menor. Dicho personal también se encargó de la compra y entrega de moisés y lujosos ajuares con los que los niños recién nacidos serían entregados, como así también de la separación del niño y su madre, retirándolos del lugar, en la mayoría de los casos, en forma aislada. Estos roles fueron atribuidos por los testigos que depusieron en el debate al Prefecto Febres y Pedro Bolita principalmente. 5.- La disposición de médicos de la Armada para la atención de los partos que se llevaron a cabo en la ESMA (caso del Dr. Capdevilla y Magnaco), como así también, en forma alternativa, de las instalaciones del Hospital Naval, en donde se realizaron cesáreas por parte de médicos no determinados. 6.- La selección de las secuestradas que colaboraron en la atención, contención y visita de las embarazadas en los meses anteriores al parto, durante el nacimiento y en lo sucesivo, hasta el traslado de madre y el niño o niña. Tal el caso de Sara Solarz, Lidia Vieyra, Amalia Larralde, María Alicia Milia, Lila Pastoriza, entre otras. Lo expuesto precedentemente, fue justamente lo que permitió que la E.S.M.A. fuera conocida como la “Sardá de Chamorro” o “la Sardá por izquierda”. (Sentencia “Plan Sistemático de Apropiación de Menores”, Fojas: 645-649) 
V- Conclusiones

El objetivo de todo genocidio reorganizador es destruir ciertas identidades sociales, entendidas por los perpetradores como trabas para el desarrollo de un determinado orden económico, político, social y cultural. Pero la reorganización de la sociedad no se alcanza sólo con la destrucción de aquello considerado una amenaza al orden sino que, al mismo tiempo, requiere del estímulo de relaciones sociales heterónomas respecto al poder, de la construcción de nuevas configuraciones identitarias.

En el “Proceso de Reorganización Nacional” argentino, el despliegue de CCDTyE en todo el territorio nacional, la desaparición forzada de personas y el ejercicio del poder a través del terror fueron las herramientas fundamentales para la transformación de la sociedad. Ahora bien, entre los detenidos desaparecidos había mujeres embarazadas. Así, a modo de hipótesis, planteé que podríamos interpretar esta situación como una urgencia surgida al interior del ejercicio del poder desaparecedor y entender a las maternidades clandestinas como novedosos dispositivos de poder creados para gestionar ese problema: qué hacer con estas mujeres, con sus embarazos y con sus niños. 

A través del recorrido que propuse, intenté reconstruir ciertas regularidades en la gestión de los embarazos y los partos de las detenidas desaparecidas embarazadas dentro uno de estos dispositivos en particular: la maternidad clandestina de la ESMA. 
Así, propuse una suerte de periodización en el funcionamiento del dispositivo. Señalé la división de tareas, la disposición de personal específico para desarrollar cada una de ellas y las transformaciones del dispositivo en su misma construcción, como elementos que nos permiten pensar en ciertos cambios en el propio hacer del dispositivo. Es así que podríamos afirmar que si bien desde comienzos del proceso genocida se llevó a cabo un plan sistemático de apropiación de niños, esa práctica se fue consolidando y organizando institucionalmente por parte de las Fuerzas Armadas, alcanzando un cambio cualitativo con la construcción de maternidades clandestinas como la que funcionó dentro del CCDTyE de la ESMA.
A su vez, la articulación de esta maternidad con otras instituciones, tanto oficiales como clandestinas (sus vinculaciones con el Hospital Naval y con otros CCDTyE y) permite comprender a este dispositivo de poder como una hibridación entre lo legal y lo ilegal. El doctor Magnacco, obstetra del Hospital Naval y principal responsable de los nacimientos dentro de la ESMA, podría ser considerado como la personificación de esta imbricación entre lo oficial y lo clandestino.

Por último, la presencia de embarazadas secuestradas por otros grupos de tareas, distintos a los que operaban dentro de la ESMA, daría cuenta de la planificación de los nacimientos en cautiverio y del carácter generalizado de la práctica social de apropiación de hijos de detenidos desaparecidos durante el proceso genocida.

Este recorrido por las regularidades presentes en la gestión de los embarazos, los nacimientos y el destino de los niños en la ESMA es resultado de una etapa exploratoria de investigación que abre más interrogantes que respuestas. ¿Qué concepciones acerca de la identidad y su construcción podrían sustentar la apropiación de los hijos de los detenidos desaparecidos? ¿Qué hizo el Estado con esos niños? ¿Quiénes eran esas mujeres que dieron a luz dentro de la maternidad, qué relaciones sociales encarnaban? ¿Es posible identificar transformaciones en la maternidad clandestina a partir de cambios de autoridades como la asunción de José Antonio Supisich a fines de 1978 en el cargo que ocupaba Chamorro y la salida de Acosta en febrero de 1979? ¿Hubo algún tipo de registro administrativo de esas gestiones y de la articulación de la ESMA con otras instituciones? ¿Qué efectos podría tener la fragmentación de tareas en la asunción de responsabilidad por parte de los perpetradores? Preguntas guía, entre otras, que estimulan a profundizar este trabajo de investigación. 
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� Al analizar genealógicamente el surgimiento de la tecnología de poder genocida en el caso argentino, podemos ubicar el punto de inicio de este proceso en febrero de 1975, fecha marcada por la ejecución del decreto 265/75 que ordenó el inicio del Operativo Independencia en la provincia de Tucumán. Éste se desarrolló durante el gobierno constitucional de María Estela Martínez de Perón (1974-1976) y puede ser pensado como el punto de inicio del desarrollo sistemático y planificado de prácticas sociales genocidas que luego, a partir del golpe de Estado de 1976, se hicieron extensivas a todo el territorio nacional: secuestros en centros clandestinos de detención, tortura y exterminio; desaparición forzada de personas; despliegue del terror en todo el tejido social. Para profundizar acerca de esta periodización puede consultarse: “Las prácticas sociales genocidas en el Operativo Independencia en Famaillá, Tucumán. Febrero de 1975-marzo de 1976” de Margarita Cruz, Ana Sofía Jemio, Ezequiel Monteros y Alejandra Pisani (Primeras Jornadas de Historia Reciente del NOA, “Memoria, Fuentes Orales y Ciencias Sociales”, Facultad de Filosofía y Letras, Universidad Nacional de Tucumán, julio de 2010); “El genocidio como práctica social. Entre el nazismo y la experiencia argentina” de Daniel Feierstein (Buenos Aires, Fondo de Cultura Económica, 2007); y “Una periodización del genocidio argentino. Tucumán (1975-1983)” de Gabriela Roffinelli (FERMENTUM, Mérida, Venezuela, ISSN 0798-3069, año 16, n 46, agosto de 2006 pp. 161-499).


� Esta ponencia se inscribe dentro de un plan de tesis de maestría que tiene como objetivo general describir y analizar el funcionamiento de las maternidades clandestinas que funcionaron dentro la ESMA y Campo de Mayo, como novedosos dispositivos de poder creados durante el proceso genocida desplegado en Argentina (1975-1983) para gestionar el nacimiento de las hijas e hijos de las detenidas-desaparecidas en cautiverio. ¿Cómo se hizo nacer en cautiverio a hijos e hijas de detenidas-desaparecidas? ¿Quiénes eran esas mujeres que dieron a luz dentro de la maternidad, dónde militaban, qué ocupaciones tenían? ¿Qué destinos tuvieron esos niños y niñas que nacieron en cautiverio? ¿Qué trama de actores sociales intervinieron en esos nacimientos y en la posterior apropiación de los niños? ¿Cómo funcionaron estos dispositivos, qué normativas regularon los partos, cómo se dividieron las distintas tareas para concretar las apropiaciones? ¿Existieron articulaciones entre estas maternidades clandestinas y otras instituciones (tanto oficiales como clandestinas)? Estas son algunas de las preguntas que estimulan mi investigación.


� Fuentes fundamentales para reconstruir los modos en que se desarrollaron las apropiaciones de esos niños y niñas son las causas judiciales que indagaron y sentenciaron sobre estos crímenes de Estado. Entre ellas, la causa conocida como  “Juicio Plan sistemático de apropiación de menores” (causas nº 1351, 1499, 1584, 1604, 1730 y 1772, con sentencia en 2012) es principal fuente de información de esta ponencia.  


� Estas prácticas sociales tienen un momento de realización material –en la acción sobre determinados cuerpos–. Sin embargo, en tanto el objetivo de las mismas es la transformación social, económica, política e incluso cultural de toda la sociedad, ese proceso comienza antes del aniquilamiento de determinados grupos sociales -con la construcción de una otredad a la que sería necesario atacar para reorganizar a la sociedad- y continúa desplegándose en el plano simbólico de las representaciones que socialmente construimos en torno a lo perpetrado. De aquí la relevancia que tiene el plano simbólico de realización de las prácticas sociales genocidas ya que no todos los relatos, representaciones o memorias colectivas construidas acerca de estas prácticas permiten alcanzar tal reorganización social. Sin embargo, esto no implica que sean los propios perpetradores del proceso genocida quienes modelen a su gusto, conspirativamente, los procesos de construcción de memoria sobre el mismo, sino que estos relatos son el resultado de lo que la propia sociedad puede narrarse acerca de la experiencia de terror masivo y sistemático desarrollada por el Estado (Feierstein, 2007, 2012).


� Diversos trabajos historizan la relación institucional entre las Fuerzas Armadas y la Iglesia Católica. Entre ellos, se puede consultar la investigación de Lucas Bilbao y Ariel Lede (2016) titulada: “Profeta del genocidio. El Vicariato Castrense y los diarios del obispo Bonamín en la última dictadura” (Buenos Aires: Sudamericana).


� Distintas investigaciones analizan a la familia como blanco de las intervenciones en el marco de nuestra última dictadura (Grassi, 1993; Filc, 1997; Regueiro, 2013). Todas colaboran en remarcar que, tanto en el plano de los discursos como de las prácticas desarrolladas por los perpetradores, la familia fue piedra angular en ese proceso de reorganización social, apareciendo como la responsable de la formación física, intelectual, moral y religiosa de los hijos, en la cual los padres debían ser el modelo de conducta.


� Por las características de la clandestinidad y el pacto de silencio de los propios perpetradores, aún hoy las cifras totales de detenidos-desaparecidos son estimativas. Durante el primer gobierno democrático posdictatorial (presidencia de Raúl Alfonsín, 1983-1989), se creó la Comisión Nacional sobre la Desaparición de Personas (CoNaDeP). Ésta, a partir de las denuncias efectuadas, pudo identificar 8961 desaparecidos. A su vez, los organismos de derechos humanos establecieron como cifra simbólica 30000 desaparecidos. Más de treinta años después del informe de la CoNaDeP, desde el año 2006 la reapertura de causas judiciales y la existencia de nuevas sentencias permitieron el crecimiento del número de denuncias (principalmente de desaparecidos-sobrevivientes). Para profundizar sobre este proceso, leer: “Los números del genocidio argentino”, Feierstein Daniel, Página 12, 11/10/2016.


� La Secretaría de Derechos Humanos de la Nación reconoció 762 lugares “que fueran utilizados por las fuerzas represivas del Estado de forma sistemática o eventual para el alojamiento clandestino o ilegal de personas privadas de su libertad por razones políticas desde fines del año 1974, y, especialmente, a partir de la aplicación plena del plan sistemático de exterminio ejecutado por la última dictadura cívico-militar en todo el territorio nacional desde el 24 de marzo de 1976 hasta el 10 de diciembre de 1983”. Para más información ver: Listado de centros clandestinos de detención y otros lugares de reclusión ilegal del terrorismo de Estado en la Argentina entre 1974 y 1983, Secretaría de Derechos Humanos de la Nación, Registro unificado de víctimas del terrorismo de Estado.


� Al igual que no contamos con una cifra precisa de la cantidad de desaparecidos en el marco del proceso genocida, la cantidad de niños apropiados fue calculada en forma estimada a partir de las denuncias presentadas ante la Asociación Abuelas de Plaza de Mayo (organización no-gubernamental, fundada en 1977 con la finalidad de localizar y restituir la identidad de todos los niños apropiados durante la última dictadura cívico-militar) y la Comisión Nacional por el Derecho a la Identidad (comisión técnica especializada destinada a impulsar la búsqueda de niños desaparecidos y con identidad conocida y de niños nacidos de madres en cautiverio, creada por la resolución 1392/98 del Ministerio del Interior). 


� Antecedentes fundamentales para reconstruir los modos en que se desplegaron las apropiaciones de niños durante nuestra última dictadura son dos aportes de la antropología jurídica. Por una parte, los estudios de Carla Villalta (2012, 2013), quien analiza las condiciones sociales de posibilidad de la apropiación de niños a partir de la utilización de distintos procedimientos burocrático-jurídicos y nociones sociales existentes desde mucho tiempo atrás en nuestra sociedad. Por otra parte, las investigaciones de Sabina Regueiro (2013, 2015), quien estudia la trama social y política que permitió la instrumentación de la apropiación de niños durante la dictadura, y la red de relaciones sociopolíticas desplegada por APM para concretar la localización de niños apropiados.


� Pilar Calveiro, en Poder y Desaparición (1997), acuña este concepto para dar cuenta de las características específicas que asume el ejercicio del poder por parte del Estado durante nuestra última dictadura. Un poder con pretensión de totalidad que buscó “hacer de Argentina otro país”, utilizando para ello la desaparición de personas y la diseminación del terror en todo el tejido social. El “quirófano” para dicha “cirugía mayor” serían los campos de concentración (p.11).


� En el año 2015, en el marco de mi trabajo dentro del Equipo de Asistencia Sociológica a las Querellas (EASQ), participé junto a la querella Justicia Ya! del armado de sus alegatos en la causa ESMA III. Mi tarea específica fue analizar los casos de apropiación de niños dentro de esa maternidad clandestina. En el siguiente apartado comparto algunas líneas de análisis a partir de una revisión reflexiva sobre ese trabajo. Asimismo, fuentes centrales de este desarrollo son los fundamentos de las sentencias conocidas como “ESMA II” (2011) y “Plan Sistemático de Apropiación de Menores” (2012). 


� Ubicada sobre la Avenida del Libertador, en plena zona norte de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


� Sabina Regueiro (2013) plantea esta caracterización al analizar el rol del médico militar Norberto Bianco en las maternidades que funcionaron dentro de Campo de Mayo. Bianco era, al mismo tiempo, traumatólogo dentro del Hospital Militar de Campo de Mayo y responsable de la gestión de las detenidas desaparecidas embarazadas, sus partos y la sustracción de sus niños. “Bianco era un personaje clave en esta trama ya que en él se conjugan distintos roles: se trataba de un burócrata, médico, represor y apropiador, cuyos distintos saberes puestos en juego se articularon en su práctica como coordinador de la trama de circulación de niños en Campo de Mayo. (…) Esto da la pauta de las estructuras paralelas, Bianco tenía un rango en la oficial y otro en la clandestina. Así también, el director del Hospital tenía una doble dependencia (oficial) técnica de Comandante de Sanidad y táctica del Comando de Institutos Militares (directamente vinculado a los CCD). En el orden clandestino en el que se producían los partos en el Hospital la dependencia técnica se subordinaba a la táctica.” (págs. 84 y 89).
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